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FacULtaDes DeLeGaDas Y pOtestaDes 
triBUtarias prOVinciaLes. 

especiaL reFerencia a La prescripción  
De triBUtOs LOcaLes

María Gabriela ábalos

i. introducción 

el federalismo argentino adoptado en el art. 1 de la constitución nacional 
(cn) supone la coexistencia de distintos ordenes de gobierno con potestades 
institucionales, políticas, administrativas, tributarias propias y concurrentes, 
que se rigen por el principio sentado en el art. 121 en virtud del cual, las pro-
vincias conservan todo el poder no delegado a la nación por medio de dicha 
constitución nacional. 

De esta manera, las provincias delegaron a la nación las competencias 
tributarias que se encuentra expresadas en los arts. 4, 75 inc. 1, 2, 3, entre otros 
de la constitución nacional, siendo tales potestades expresas y limitadas pero 
por el art. 31 son supremas respecto a los órdenes provinciales. 

en este trabajo nos detendremos en el análisis de las posiciones doc-
trinarias y jurisprudenciales que ofrecen distintas interpretaciones en lo que 
concierne a la aplicación del instituto de la prescripción al ámbito tributario 
provincial. 

se advierte que este tema puede enfocarse desde la perspectiva del De-
recho civil que, como derecho común a los términos del art. 75 inc. 12 de la 
cn, impone que las normas sobre prescripción de las obligaciones reglada en 
el código civil rijan para todas las provincias por igual incluyendo las mani-
festaciones de su poder tributario. 

pero también cabe la perspectiva del Derecho público que incluye las 
ramas del ámbito administrativo y tributario como derecho local, reservado 
por las provincias, que conlleva a que la potestad tributaria provincial incluya 
la de dictar normas sobre prescripción de tributos provinciales. 
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el objeto de este trabajo no pretende agotar tan rica temática sino plan-
tear las principales posiciones doctrinarias y los fallos jurisprudenciales em-
blemáticos de la corte suprema de Justicia de la nación (csJn) como los de 
su par de Mendoza en esta temática, a f in de contribuir a la necesaria discusión 
de un tópico muy importante para la dinámica federal. 

ii. AutonomíA proVinciAL y poder tributArio. ALcAnce y contenido

a. La autonomía provincial, presupuesto del federalismo, se pone de ma-
nif iesto en la posibilidad que tiene cada provincia de dictarse su propia carta 
fundamental (arts. 5 y 123 cn), de darse sus instituciones locales, regirse por 
ellas y de elegir a sus autoridades sin intervención del Gobierno federal (art. 
122 cn) 1.

en nuestro sistema federal como adelantamos, las provincias, que con-
servan todo el poder no delegado por la constitución nacional al Gobierno 
federal (arts. 121 y 126 cn), gozan de una autonomía de primer orden, don-
de se encuentran en plenitud todos los rasgos característicos del concepto de 
autonomía, involucrando la descentralización política, de legislación, de au-
toorganización y de autogobierno pero con subordinación a un ente superior. 

en concordancia con lo expuesto señala barrera buteler que, tratándo-
se de comunidades que son sujetos de la relación federal, la autonomía tiene 
caracteres particulares: “… se trata concretamente de autonomía política en 
el ejercicio de todas las potestades propias del gobierno de una comunidad, 
en tanto no afecte a otras comunidades federadas, ni al bien común general” 2.

por su parte, entiende bas que la autonomía provincial consiste en la “fa-
cultad de organizarse, en las condiciones de la ley fundamental, dictando sus 
instituciones con absoluta prescindencia de todo otro poder y de ejercer dentro 
de su territorio el poder absoluto y exclusivo de legislación y de jurisdicción 
con relación a todo otro asunto no comprendido en las atribuciones delegadas 

1 a este conjunto de poderes reservados por las provincias, el maestro Pedro j. Frías 
lo denomina “autonomía institucional”, en autonomía y dependencia de las provincias; Pedro 
j. Frías y otros, Derecho público provincial, Depalma, Buenos aires, 1987, p. 24. también 
puede verse, del mismo autor, introducción al Derecho público provincial, Depalma, Buenos 
aires, 1980, p. 28. Ver también María Gabriela ábalos, “La autonomía y el federalismo en 
la constitución nacional luego de la reforma de 1994. especial referencia a la autonomía mu-
nicipal”, en Voces Jurídicas, La Ley Gran cuyo; año 5, nº 4, La Ley, Buenos aires, agosto de 
2000. también en asociación argentina de Derecho constitucional, Boletín nº 173, año XVi, 
setiembre 2000, ps. 6/13. 

2  GuillerMo barrera buteler, provincias y nación, ciudad argentina, Buenos ai-
res, 1996, p. 39.
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por la constitución al gobierno federal, respetando las garantías y limitaciones 
que la misma establece” 3.

es decir que en nuestro régimen federal las provincias en ejercicio de su 
autonomía se dan sus propias normas fundamentales, con independencia del 
gobierno federal pero cumpliendo con las condiciones impuestas por la cons-
titución nacional (arts. 5 y 123 cn), la cual, como señala Cordeiro Pinto, ha 
limitado el poder constituyente originario de las provincias 4.

en el federalismo argentino el poder tributario de los entes de gobier-
no está determinado por la constitución nacional. conforme con el art. 121, 
el gobierno federal ostenta potestades limitadas, pues sólo posee las que las 
provincias le conf iaron al sancionar la carta Fundamental, mientras que estas 
tienen poderes tributarios amplios, con la sola excepción de los que fueron 
entregados al gobierno federal, o sea los llamados poderes delegados. 

en cuanto a los municipios su potestad tributaria no está mencionada 
expresamente en la constitución nacional pero resulta de su condición de ele-
mento esencial del sistema de gobierno adoptado (art. 5) y de su autonomía 
(art. 123). por su parte la ciudad de Buenos aires, con su régimen de gobierno 
autónomo reconocido en el art. 129 también posee facultades impositivas en 
el marco que le brinda el texto constitucional nacional.

La consagración de la autonomía municipal en el art. 123, no transforma 
a los municipios en protagonistas directos de nuestro federalismo, sino que 
viene a reforzar la presencia de estos en la relación federal, pero necesaria-
mente a través de las provincias que conforman. por ello los municipios no 
aparecen en la distribución de competencias tributarias que encontramos en la 
carta nacional, sin perjuicio de lo cual, las provincias en el ejercicio de sus 
competencias no podrán dejar de tener presente a las comunidades locales, 
asegurándoles un mínimo de autonomía en el ámbito económico-f inanciero, 
indispensable para hacer realidad los demás ámbitos 5.

3  arturo M. bas, el derecho federal argentino. nación y provincia, t. i, Buenos 
aires, 1972, p. 29.

4  luis Cordeiro Pinto, “el estado provincial”, en Pedro j. Frías, Derecho público 
provincial, op. cit., p.60. comenta este autor que debe distinguirse en nuestro federalismo la 
soberanía atribuida al estado Federal de la autonomía reservada a las provincias, señalando que 
el comienzo de la diferenciación en el alcance de los términos y su signif icación data de un cita 
que Matienzo atribuía a Mitre quien habría expresado que “He sido defensor de la soberanía de 
las provincias y que ahora se llama autonomía. Yo mismo introduje la palabra autonomía para 
reemplazarla a aquella, a f in de que no se equivocaran las provincias sobre el alcance de su 
jurisdicción” (p. 59).

5  Ver entre otros enrique bulit Goñi (coordinador), Derecho tributario provincial 
y municipal, ad-Hoc, Buenos aires, 2002, del mismo autor constitución nacional y tributa-
ción local, ad-Hoc, Buenos aires, 2009; también María Gabriela ábalos, Municipio y poder  
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ello supone que tanto la provincia como el municipio, en sus respectivos 
códigos f iscales, ejercen sus potestades tributarias propias y crean obligaciones 
tributarias con los límites constituciones y legales vigentes 6. ello así f ijan los 
aspectos conf igurativos de tales obligaciones desde la determinación, sujetos, 
hecho imponible, etc., hasta los modos de extinción de las obligaciones que, en 
general se estructuran a partir del pago, la compensación y la prescripción. 

Giuliani FonrouGe af irma que el transcurso del tiempo ha modif icado en 
cierta medida el panorama de la constitución, ya que los poderes del gobierno 
federal se han ampliado por exigencias de la complejidad del mundo moder-
no, apelándose a las denominadas facultades implícitas aparte de las nuevas 
modalidades surgidas de las leyes contrato sobre unif icación de impuestos que 
han conducido, en la práctica, a dilatar el poder tributario nacional, y también 
por la regulación del comercio internacional e interprovincial; aspectos todos 
que han llevado a un gobierno federal de amplios poderes 7.

B. La potestad tributaria no es omnímoda sino que se halla limitada en 
los modernos estados de derecho, pues en su origen el tributo signif icó violen-
cia del estado frente al particular aun cuando su aprobación quedó conf iada 
a los consejos del reino, representaciones corporativas e incluso asambleas 
populares. el cambio fundamental se produce cuando los modernos estados 
constitucionales deciden garantizar los derechos de las personas resolviendo 
que la potestad tributaria sólo pueda ejercerse mediante la ley. 

así aparece la primera y fundamental limitación a la potestad tributaria 
que los preceptos constitucionales consagran, y consiste en que esta potestad 
debe ser íntegramente ejercida por medio de normas legales, constituyendo 
el principio de legalidad o reserva (arts. 19, 4, 17, 75 incs., 1, 2, 3, y cc. cn).

esta limitación se completa con otras, pues constituye una garantía for-
mal de competencia en cuanto al órgano productor de la norma, pero no cons-
tituye en sí mismo garantía de justicia y razonabilidad en la imposición. por 
eso se incorporan el principio de razonabilidad (art. 28 de la cn) y el de  
capacidad contributiva que constituyen el límite material en cuanto al conte-
nido de la norma tributaria. 

tributario local. análisis doctrinario y jurisprudencial. Derecho tributario nacional, provincial 
y municipal, ad-Hoc, Buenos aires, dic. 2007; horaCio GarCía belsunCe (director), tratado 
de tributación, ts. i y ii, astrea, Buenos aires, 2003; juan Manuel alvarez eChaGüe, director, 
tributación local provincial y municipal, ts. i y ii, ad-Hoc, Buenos aires, 2010, entre otros.

6  María Gabriela ábalos, “Límites a las potestades tributarias municipales en el fe-
deralismo argentino: aspectos constitucionales y legales”; en juan Manuel álvarez eChaGüe 
(director), tributación local provincial y municipal, t. i, ad-Hoc, Buenos aires, 2010, ps. 23/47. 

7  Carlos Giuliani FonrouGe, Derecho Financiero, t. i, 5ª ed., Depalma, 1993, p. 303.
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villeGas por su parte señala que, las normas constitucionales no sólo 
limitan directamente la potestad tributaria, es decir, mediante preceptos espe-
cíf icamente referidos a tributos, sino que también lo hacen en forma indirecta 
y en cuanto garantizan otros derechos, como por ejemplo, el de propiedad, el 
de ejercer comercios o industrias lícitas, el de transitar libremente por el terri-
torio del país (art. 14 cn), etcétera 8.

agrega Giuliani FonrouGe que así como en la argentina no hay derechos 
o poderes ilimitados, el poder tributario no escapa a ello. el que corresponde 
a las provincias reconoce las limitaciones derivadas del art. 126 de la consti-
tución y de las cláusulas que han conferido a la nación poderes para af ianzar 
la unidad nacional y para realizar f ines de interés colectivo, y en tal sentido, 
tratándose de facultades conferidas por la constitución al gobierno nacional, 
el congreso no puede devolverlas a las provincias porque, de lo contrario, 
quedaría librado a su voluntad destruir el sistema federal de gobierno tal como 
lo establecieron los constituyentes 9.

c. en esta línea la doctrina de la corte suprema de la nación ha af irma-
do que no es objetable la facultad de las provincias para darse leyes y orde-
nanzas de impuestos locales, y en general todas las que juzguen conducentes 
a sus bienes y prosperidad, sin más limitaciones que las emanadas del art. 
108 –actual 126– de la constitución 10; siendo la creación de tributos en todas 
sus especies, la elección de hechos imponibles como hipótesis de incidencia 
tributaria y formalidades de percepción del resorte exclusivo de las provin-
cias, cuyas facultades son amplias y discrecionales, de modo tal que el criterio 
de oportunidad o de acierto con que la ejerzan no es cuestión revisable por 
cualquier otro poder 11, ya que es esencial a la autonomía de las provincias, la 
facultad de imponer contribuciones y percibirlas sin intervención alguna de 
autoridad extraña 12.

De esta manera, en nuestra opinión, si las provincias dentro de sus pode-
res reservados, pueden crear contribuciones, resulta obvio que puedan reglar 
las formas de extinción de las obligaciones tributarias, por medio del pago, 

8  héCtor b. villeGas, curso de f inanzas, derecho f inanciero y tributario, 7ª ed., De-
palma, Buenos aires, 1989, p. 188.

9  Carlos Giuliani FonrouGe, ob. cit., p. 302, cita los siguientes fallos sobre este 
punto: csJn 3/6/1966, Kleinman de Bauman, en Fallos 265:15, id. 4/12/1967, “Martínez y 
esquivel” en Fallos 269:313, La Ley, 129-165, “impuestos”, XXVi, 1968, p. 132, con nota; 
“compañía argentina de teléfonos”, en Fallos 268-306, etc.

10  csJn, Fallos 7:373.
11  csJn, Fallos 51:350, 105:273, 114:262, 137:212, 150:419, 174:353, entre otros.
12  csJn, Fallos 114:282.
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compensación, prescripción, confusión, quita, remisión, etc. o prever la can-
celación de las obligaciones tributarias por otros medios.

sin embargo, la corte suprema de Justicia de la nación ha resuelto algu-
nos casos limitando las facultades reservadas a las provincias en nuestra carta 
Magna mientras que en otros ha interpretado favorablemente dichas cláusulas. 
(arts. 121 a 126 de la constitución nacional en su actual redacción).

así en la causa “tomasa de Vélez sarsf ield contra consejo de educación 
de la provincia de Buenos aires” 13, fallada en 1882, la corte suprema declaró 
la inconstitucionalidad del art. 62 inc. 3 de la ley de educación común de la 
provincia de Buenos aires, que establecía el impuesto sobre las herencias con 
destino al Fondo de escuelas comunes. el voto de la mayoría sostuvo que el 
tributo que pesaba sobre toda herencia o legado con destino a la educación co-
mún constituía una legítima forzosa establecida al margen de las previsiones 
del código civil, que afectaba el derecho de testar de la causante. sarMiento, 
que había intervenido en la causa en representación del consejo de educación 
provincial en un opúsculo de 100 páginas publicado en el año 1882, defendió 
los derechos de la provincia a gravar las herencias, sobre la base que de su 
propia constitución ni de la nacional surge restricción especial al ejercicio de 
la potestad tributaria, materia no delegada al Gobierno Federal 14. 

en la causa “ana Masotti de Busso contra provincia de Buenos aires” 15 
la corte declaró la inconstitucionalidad del adicional progresivo de la contri-
bución territorial establecido por la provincia demandada cuyo porcentual se 
graduaba con relación al valor total del inmueble, con prescindencia de la par-
te indivisa de cada condómino, al considerar que el citado adicional implicaba 
un desplazamiento de las normas sobre condominio establecidas en el código 
civil, y consideró que la legislación provincial constituía una injerencia ilegí-
tima en una materia reservada al congreso federal por el art. 67 inc. 11 de la 
constitución nacional.

contrariamente a lo establecido en el precedente citado, la corte supre-
ma en el año 1959, resolvió en la causa “Lorenzo Larralde” 16 la constitucio-
nalidad del impuesto inmobiliario establecido por la provincia sin atenerse 
a la parte indivisa de cada condómino. así entendió que pretender que las 

13  csJn, 10/11/1882, Fallos 23:647.
14  GerMán krivoCaPiCh, “análisis del impuesto a la transmisión Gratuita de Bienes 

– a propósito de su reimplantación en la provincia de Buenos aires”, publicado en la edición 
especial sobre impuesto a la transmisión Gratuita de Bienes, en el Dial.com, 5 de octubre de 
2011. citar: elDial.com - Dc16e8. 

15  csJn, 7 de abril de 1947, Fallos 207:270. Doctrina reiterada en Fallos 234:568.
16  csJn, 2/3/1959, “Larralde, Lorenzo s/ demanda de inconstitucionalidad”, Fallos 

243:98.
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provincias en el ejercicio de sus facultades privativas de imposición de con-
tribuciones y la manera de percibirlas, deben atenerse a las limitaciones que 
puedan surgir del código civil, importaría querer limitar el federalismo de la 
constitución con el unitarismo del código civil.

con acierto af irma que: “es excesiva la doctrina según la cual el código 
civil, en razón de haber sido dictado por el congreso, constituye una ley li-
mitativa de la facultad de las provincias para establecer impuestos en su juris-
dicción. tal pretensión importa hacer de dicho código, sólo concerniente a las 
relaciones privadas, un derecho supletorio del Derecho público f inanciero, en 
el caso  y limitar el federalismo de la constitución con el unitarismo del códi-
go civil. esto es inaceptable como doctrina general: sólo excepcionalmente, 
en la medida en que el código civil contiene principios o normas generales de 
derecho rige también en el campo del Derecho público”.

De esta manera, “la delegación hecha por las provincias en la nación 
para dictar los códigos de fondo no importó limitar las facultades de Derecho 
público de que no se desprendieron en benef icio de la nación. ello sólo tuvo 
por objeto establecer un régimen uniforme en materia de Derecho privado”. 

comenta krivoCaPiCh 17 que la cuestión de la gravitación del Derecho 
civil sobre el Derecho tributario local se presenta también en la doctrina de 
la corte con relación al impuesto a la transmisión gratuita de bienes, con pro-
nunciamientos pendulares. en la causa “atilio Liberti” 18 fallada en 1956, el 
tema en discusión versaba sobre si las provincias podían gravar la transmisión 
hereditaria del causante en una sociedad colectiva o de responsabilidad limita-
da, con bienes en ellas y asiento en otra jurisdicción territorial donde también 
se hallaba domiciliado aquel al momento de su fallecimiento. La pretensión de 
la provincia de Buenos aires se orientaba a prescindir de la existencia de la so-
ciedad y gravar la transmisión hereditaria, no ya de las cuotas o participaciones 
sociales, sino de los bienes de la sociedad, sobre la base de los intereses del 
socio fallecido en la sociedad, y en atención a la radicación económica de los 
bienes de que era titular la persona de existencia ideal. La corte no admitió la 
posición del f isco provincial al sostener que ello implicaría desplazar las dis-
posiciones del código civil en materia de sociedades, en tanto la liquidación  
del impuesto en la sucesión del socio fallecido, respecto de los bienes que 
integran el patrimonio de la sociedad, exigiría admitir la coexistencia del do-
minio de los socios sobre las cosas que son de la sociedad o la asimilación 
de la sociedad a un condominio en contradicción con los arts. 2508 y 1702 

17  GerMán krivoCaPiCh, op. cit. 
18  csJn, 10/8/1956, “atilio Liberti s/ sucesión”, Fallos 235:571 (LL 84-469).
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del código civil. La doctrina del caso “Liberti” fue dejada de lado en el caso 
“cobo de ramos Mejía” 19 . 

en otros casos la corte suprema consideró que las disposiciones del 
código civil referido a la materia de obligaciones resulta comprensiva tanto 
de relaciones de Derecho privado como público, por lo cual la legislación 
provincial no puede pretender apartarse de sus previsiones. así en materia de 
emergencia económica o consolidación de deudas del estado, el legislador 
provincial no puede apartarse de la legislación nacional, estableciendo plazos 
mas extensos pago de las obligaciones consolidadas 20 o pretendiendo subs-
traer su patrimonio de la acción de los acreedores 21 contrariando los derechos 
y garantías que acuerda la ley civil, pues las relaciones entre acreedor y deu-
dor son de la exclusiva competencia del congreso nacional 22.

iii.  tributos proVinciALes y normAs sobre prescripción.  
distintAs posiciones doctrinAriAs y jurisprudenciALes

a. se advierten diversas interpretaciones doctrinarias respecto a si las 
normas del código civil referidas a las obligaciones se aplican a todas ellas 
incluidas las tributarias o no. Los autores se han ocupado del tema de la pres-
cripción tanto en materia civil como tributaria, en esta última se pueden citar 
a eusebio González, raMón valdés Costa, dino jaraCh, Giuliani FonrouGe, 
GarCía vizCaíno, villeGas, etc. quienes a su vez, se han encargado de diluci-
dar las atribuciones nacionales y provinciales al respecto dentro del federalis-
mo argentino 23.

Las voces en la doctrina se nuclean en posiciones antagónicas que pue-
den ser calif icadas como la privatista o civilista versus la publicista. 

1. La primera posición que podríamos denominar privatista o civilista 
af irma que el régimen de la propiedad privada está contenido en el código 
civil en virtud del art. 75 inc. 12 de la cn, y que dicho corpus extiende o 
proyecta su capacidad reguladora a las deudas tributarias y en particular a su  

19  csJn, 6/12/1961, “cobo de ramos Mejía, María Lía y otras c. poder ejecutivo de 
la provincia de Buenos aires s/ demanda contencioso administrativa”, Fallos 251:379 (LLO).

20  csJn, 24/3/1992, “provincia de santiago del estero c. YpF”, La Ley, 1992-c, 431.
21  csJn, 15/12/1998, “provincia del neuquén c. estado nacional”, DJ, 1999-2, 301.
22  csJn, Fallos 61:19, 113:158, 119:117, 121:250, 133:161, 171:431, 172:11, 176:230, 

182:498, 311:1795, 318:2660, entre muchos otros.
23  roberto a. Cosundino, “sobre las facultades provinciales en materia de prescrip-

ción de tributos”, en LLLitoral 1/1/2009, 969.
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plazo de prescripción. así, por más que las normas de cada provincia, rela-
tivas a impuestos provinciales, determinen lapsos más prolongados de extin-
ción de obligaciones, prevalece la necesaria uniformidad que suministra el 
código civil en la materia 24.

De esta forma del texto expreso del art. 75, inc. 12 de la cn, limita a 
las provinciales a la hora de regular la prescripción y los demás aspectos que 
se vinculan con la extinción de las acciones destinadas a hacer efectivos los 
derechos generados por las obligaciones de cualquier naturaleza.

ello llevaría a sostener que ningún código f iscal provincial o municipal 
debería reglar los modos de extinción de las obligaciones tributarias, no sola-
mente la prescripción sino también el pago y la compensación, para dar cabida 
a la aplicación lisa y llana de las normas civiles. 

esta posición se basa en que la prescripción es un instituto de orden 
público creado para dar estabilidad y f irmeza a los actos y negocios, sin dis-
tinciones, ostentando dos elementos fundamentales: la inacción de quien pue-
de reclamar y el transcurso del tiempo. aspectos estos que, considerando no 
sólo la utilidad social del instituto sino su regulación propia de la legislación 
común, no pueden quedar librados a tantas normas e interpretaciones como 
jurisdicciones puedan y deban intervenir en el conf licto entre un acreedor y 
su deudor 25.

en este sentido, la corte suprema de Justicia de la nación ha dicho que 
“no basta apelar a la autonomía del Derecho tributario para desconocer la 
uniformidad de la legislación de fondo […] uniformidad que no sería tal si las 
provincias pudieran desvirtuarla en su esencia, legislando con distinto criterio 
instituciones fundamentales de carácter común, so color del ejercicio de los 
poderes reservados” 26.

en función de lo expresado cabe recordar que de acuerdo con las pre-
visiones del código civil, toda acción personal por deuda exigible prescri-
be a los diez años, salvo que exista una disposición especial que prevea un 
plazo de prescripción distinto (art. 4023 del código civil), como sucede con 
las obligaciones periódicas para las cuales el código civil ha previsto una 
prescripción de 5 años (art. 4027, inc. 3, del código civil). en la norma ge-
neral de prescripción de 10 años quedaría incluida, por ejemplo, la acción de 
repetición de las sumas pagadas al Fisco por error o sin causa, mientras que  

24  walter F. Carnota, “La estructura constitucional de la obligación tributaria”, en LL 
2000-e-1036.

25  josé Pablo desCalzi, “prescripción de tributos locales en la corte”, en DJ 19/5/2010, 
1308.

26  csJn. in re “Martínez y esquivel, Dora r. y otros c/provincia de La pampa” de 
1967 (Fallos 269:373 considerando 7), también en “Verdini” de 2004 (Fallos 327:3187).
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ingresos Brutos u otros impuestos provinciales periódicos quedarían alcanzados  
con la prescripción de 5 años del código civil. además, el código civil dis-
pone que la prescripción nace desde la fecha del título de la obligación (art. 
3956 del código civil).

podría resumirse entonces esta postura en que los aspectos sustanciales 
de las relaciones entre acreedores y deudores corresponde a la legislación na-
cional de fondo; consecuentemente, no cabe a las provincias –ni a los munici-
pios– dictar leyes incompatibles con lo que esa legislación común establezca. 
por otro lado, la facultad del congreso nacional de dictar los códigos de fondo 
(art. 75 inc. 12 cn), comprende la de establecer las formalidades que sean 
necesarias para concretar los derechos que reglamenta, y, entre ellas, la de 
legislar de manera uniforme sobre los distintos modos de extinción de las 
obligaciones. 

2. por otro lado, en la posición que podríamos denominar publicista, 
están quienes entienden que la obligación tributaria provincial se rige por 
normas y principios del Derecho público local, ya que conforme a la regla 
de distribución de competencias en el federalismo argentino, cada legislatura 
provincial al crear tributos también puede f ijar un plazo prescriptivo que po-
drá o no coincidir con el estipulado por la legislación civil.

en esta visión se def ienden las potestades provinciales, y se interpreta 
que la delegación de la facultad legislativa realizada por las provincias en el 
congreso nacional no ha sido absoluta, y dentro de las atribuciones reservadas 
por ellas para sí, está la de establecer tributos en sus respectivos territorios. De 
allí que esa facultad engloba también la de establecer los medios para tornar 
efectiva la carga tributaria. De esta forma el Derecho público provincial pre-
valece en su materia sobre el código civil, consecuentemente, la prescripción 
liberatoria de los tributos se rige por la norma local.

se basa esta posición en el reconocimiento de autonomía del Derecho 
tributario, tal como lo han af irmado GarCía belsunCe 27, jaraCh 28, villeGas 29 
y Casas 30, entre otros. 

27 horaCio GarCía belsunCe, temas de Derecho tributario, abeledoperrot, p. 27 y 
ss., La autonomía del Derecho tributario (a cuarenta años de mi primera clase universitaria), 
Depalma, 1996.

28  dino jaraCh, curso superior de Derecho tributario, t. i, p. 7, 1ª ed., Buenos aires, 
1957.

29  héCtor villeGas, curso de Finanzas, derecho f inanciero y tributario, op. cit.,  
ps. 124-131.

30  josé osvaldo Casás, “Gravitación del Derecho civil sobre el Derecho tributario 
provincial en la jurisprudencia de la corte suprema de Justicia de la república argentina”,  
t. Xiii, p. 293, en Doctrina tributario de errepar.
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coincidimos con GarCía belsunCe en cuanto a que “la uniformidad o 
unidad de la legislación nacional si bien no es un precepto, declaración o 
garantía constitucional, sino una forma de concretar el amplio mandato, de 
naturaleza más política que jurídica, que surge de su preámbulo, no está ame-
nazada porque la legislación tributaria provincial pueda apartarse de la legis-
lación de fondo si de ella no surge una violación evidente de las declaraciones, 
derechos y garantías constitucionales” 31.

por su parte sPisso 32, quien remite a GarCía belsunCe, sostiene que el 
Derecho tributario tiene autonomía porque las instituciones que integran el 
Derecho tributario tienen naturaleza propia que deriva del poder tributario; 
las relaciones que vinculan al f isco con los contribuyentes son de Derecho 
público 33; la fuente de las obligaciones en Derecho civil y en Derecho tri-
butario es distinta, la voluntad de las partes o la ley en el primero y el poder 
coactivo del estado en el segundo; las normas de Derecho civil y de Derecho 
tributario actúan frecuentemente en ámbitos diferentes y persiguen objetivos 
distintos 34; las f iguras del Derecho civil actúan en las relaciones de las perso-
nas entre sí o con terceros, en tanto que los principios del derecho f iscal rigen 
solamente en orden al propósito impositivo del estado, lo que quiere decir que 
aquellas y estos imperan en zonas que no son necesariamente subordinables 
las unas a las otras 35; el Derecho tributario no se atiene a los conceptos del 
Derecho privado, las leyes impositivas pueden tratar del mismo modo situa-
ciones diferentes según el código civil y viceversa 36; en caso de silencio de la 
ley tributaria no hay que recurrir necesariamente a los principios del Derecho 
privado, ya que sus f ines pueden ser opuestos a los de aquella. 

por su parte, el Modelo de código tributario para américa Latina del 
programa de tributación conjunta Oea-BiD del año 1967, redactado por 
Carlos M. Giuliani FonrouGe (argentina), rubens GoMes de sousa (Brasil) 
y raMón valdés Costa (Uruguay), consignó en la “exposición de motivos: 
análisis del articulado”, que: “como consecuencia del principio de la autono-
mía del Derecho tributario que inspira el proyecto, los vacíos y oscuridades de 
las normas tributarias deben solucionarse recurriendo en primer término a los 
principios generales de esta rama jurídica. en ausencia de ellos, el intérprete 

31  horaCio GarCía belsunCe, “La autonomía del Derecho tributario frente a la legis-
lación tributaria provincial”, eD 87-895.

32  rodolFo sPisso, “proyección de los códigos nacionales sobre el Derecho tributario 
provincial”, en LL 3/6/2009, 6.

33  csJn, 11/12/1990 “O.s.n. c. aquilino colombo s/ ejecución f iscal”, eD 140-737.
34  csJn, Fallos 251:379, cons. 14.
35  csJn, Fallos 211:1254.
36  csJn, Fallos 160:114, 166:383, 198:154, 203:161, 205:576.
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puede acudir a los principios de otras ramas jurídicas, sin necesidad de seguir 
ningún orden predeterminado, ya que el Derecho tributario no es excepcional 
con respecto a ninguna otra rama jurídica en particular. Deberá, como dice el 
código, recurrirse a los principios que más se avengan a la naturaleza y f ines 
del Derecho tributario” 37.

conforme a esta posición la prescripción de los tributos provinciales y 
municipales debe ser regulada por las respectivas legislaciones locales, en 
virtud de constituir materia reservada al estado provincial (arts. 121 y 126 de 
la cn); de ahí que las normas del código civil regulan la prescripción de los 
tributos provinciales y municipales sólo en aquellos casos en que las disposi-
ciones locales remitan a ellas. 

B. en lo que respecta a la jurisprudencia nos detendremos en algunos fa-
llos emanados de la corte suprema de Justicia de la nación que consideramos 
más importantes y que sientan una posición mayoritariamente a favor de la 
postura civilista aunque con matices. 

a) La primera causa en comentario es “Obras sanitarias de la nación 
contra colombo, aquilino”, fallada el 11 de diciembre de 1990, donde se re-
solvió que dado que el art. 59 de la ley 11.683 (t.o.1978), adopta como princi-
pio la prescripción quinquenal, coincidiendo el plazo allí f ijado con el que en 
Derecho privado comprende todo lo que debe pagarse por años o por plazos 
periódicos más breves (art. 4027, inc. 3 del código civil), la aplicación de 
igual plazo a las tasas retributivas de servicios representa una solución armó-
nica con la aplicable a la mayor parte de las relaciones jurídicas de Derecho 
tributario y a las de Derecho privado.

estas consideraciones son reiteradas en julio de 1997, en la causa “san-
doval, Héctor c/provincia de neuquén” 38, entre otras.

b) posteriormente in re “Filcrosa” fallada el 30 de septiembre de 2003 se 
sienta un posición mayoritaria y una interesante disidencia, siendo el prece-
dentes más importante hasta el momento puesto que la misma corte suprema 
lo utiliza como leading case para resolver causas similares. 

el  caso  tuvo  su  origen  en  la  pretensión,  en  el  concurso  de  Filcrosa 
s.a., de  un  crédito perteneciente  a  la  Municipalidad  de  avellaneda. La sen- 
tencia de la sala e de la cámara nacional de apelaciones en lo comercial, 
conf irmó lo resuelto por la instancia inferior en cuanto verif icó el crédito mu-
nicipal aplicando la prescripción decenal, rechazó la defensa de prescripción 

37  Ver “reforma tributaria para américa Latina: Modelo de código tributario”, 
Unión panamericana, secretaría General de la Organización de estados americanos, Washing-
ton D.c., 1967, ps. 12 y 14.

38  Fallos 320:1344, consids. 6 y 7.
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opuesta por la sindicatura de la quiebra de Filcrosa s.a. estimó que era juris-
prudencia de esa sala que la delegación de la facultad legislativa realizada por 
las provincias en el congreso nacional no había sido absoluta y que, dentro de 
las atribuciones reservadas por ellas para sí, está la de establecer tributos en sus 
respectivos territorios. De allí, coligió que esa facultad englobaba también la 
de establecer los medios para tornar efectiva la carga tributaria, ya que de otro 
modo aquella devendría impotente. concluyó en que el Derecho público pro-
vincial prevalece en su materia sobre el código civil, consecuentemente, que 
la prescripción liberatoria de los tributos aquí cuestionados se rige por la norma 
local.

La alzada sostuvo que en cuanto a la prescripción de los tributos lo-
cales, rige lo dispuesto por las normas provinciales y municipales, sin que 
resulte aplicable lo normado en el art. 4027, inc. 3, del código civil, ya que 
la reglamentación relativa a impuestos locales es una facultad privativa de las 
provincias –y de sus comunas–, no delegada al estado nacional.

contra dicho pronunciamiento se articuló el remedio extraordinario fe-
deral, el que fuera denegado; motivando el recurso de hecho deducido por 
síndico en la causa “Filcrosa s.a. s/ quiebra s/ incidente de verif icación de 
Municipalidad de avellaneda”. en opinión del procurador, cabía hacer lugar 
al recurso de hecho, declarar procedente el remedio federal, y revocar la sen-
tencia, sosteniendo que la solución propuesta concordaba con los principios 
que fundan el establecimiento de un plazo de prescripción más corto para los 
créditos de devengamiento periódico, puesto que tiende a evitar que la desidia 
del acreedor ocasione al deudor trastornos en su economía, al acumularse un 
crecido número de cuotas al cabo del tiempo, sin que se advierta la imposibili-
dad de la comuna de obrar “con adecuada diligencia dentro de un plazo como 
el de cinco años, ya bastante prolongado, puesto que los modernos sistemas 
de computación pueden ser actualizados en el momento oportuno para detec-
tar la nómina de los deudores y promover las acciones legales pertinentes en 
resguardo de sus intereses” 39.

Luego, por mayoría, y con la disidencia de PetraCChi y Maqueda, el 
Máximo tribunal advirtió que no es hecho controvertido que es facultad no 
delegada por las provincias al Gobierno bnacional la de establecer los tributos 
cuya verif icación fue reclamada en autos. La cuestión litigiosa, en cambio, 
consiste en dilucidar si esa facultad incluye la de f ijar la prescripción de los 
aludidos tributos o, en cambio, esta última corresponde a la nación en razón 
de lo dispuesto en el art. 75, inc. 12, de la misma constitución. 

39  Fallos 313:1366, considerando 13.
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al respecto recordó el supremo tribunal que esa cuestión ya había sido 
resuelta por esa corte en varias oportunidades, en las que declaró que las le-
gislaciones provinciales que reglamentaban la prescripción en forma contraria 
a lo dispuesto en el código civil eran inválidas, pues las provincias carecían 
de facultades para establecer normas que importen apartarse de la aludida 
legislación de fondo. 

en consecuencia, en este voto mayoritario se señaló que esa doctrina 
debe ser ratif icada, puesto que la prescripción no es un instituto propio del 
Derecho público local, sino un instituto general del derecho, lo que ha jus-
tif icado que, en ejercicio de la habilitación conferida al legislador nacional 
por el citado art. 75, inc. 12, este no sólo f ijará los plazos correspondientes a 
las diversas hipótesis en particular, sino que, dentro de ese marco, establecerá 
también un régimen destinado a comprender la generalidad de las acciones 
susceptibles de extinguirse por esta vía. 

se agrega que debe tenerse presente que del texto expreso del citado art. 
75 inc. 12 de la constitución nacional deriva la implícita pero inequívoca limi-
tación provincial de regular la prescripción y los demás aspectos que se vincu-
lan con la extinción de las acciones destinadas a hacer efectivos los derechos 
generados por las obligaciones de cualquier naturaleza. Y ello pues, aun cuan-
do los poderes de las provincias son originarios e indef inidos y los delegados 
a la nación def inidos y expresos. se sustenta así en la af irmación de que lo 
atinente a la prescripción no concierne al régimen impositivo previsto en la 
constitución, esta solución respeta las previsiones de su art. 31, que imponen 
a las provincias, en ejercicio de su poder no delegado, adecuarse a las normas 
dictadas por el congreso nacional en ejecución de aquellos que sí lo han sido. 

por su parte, el voto en minoría de PetraCChi y Maqueda se funda en 
que debe compararse el plazo de prescripción que establece la normativa lo-
cal, frente al que regula la nación en materia de tasas o impuestos (ver leyes 
11.585 y 11.683); y en la medida en que el plazo de prescripción establecido 
en la legislación local no supere el establecido por la nación para el cobro de 
las tasas nacionales, no resulta posible considerar que la provincia ha violen-
tado el deber de adecuarse a la legislación nacional uniforme que le impone el 
art. 75, inc. 12, de la constitución nacional, ya que si la nación ha entendido 
necesario modif icar o precisar el plazo de prescripción previsto en los códigos 
de fondo, elementales razones de igualdad impiden exigir a los estados pro-
vinciales un comportamiento distinto (considerandos 14 a 16).

De esta forma, la corte suprema en voto mayoritario convalidó la tesis 
civilista, por cuanto la facultad del congreso nacional de dictar los códigos de 
fondo, comprende la de establecer las formalidades que sean necesarias para 
concretar los derechos que reglamenta. 
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Desde este pronunciamiento a la actualidad las administraciones tributa-
rias locales promovieron la adaptación de los códigos y Ordenanzas Fiscales 
a este paradigma. Mientras tanto, la jurisprudencia de los tribunales inferio-
res ha sido f luctuante, algunos superiores tribunales de provincia se fueron 
enrolando en esta línea jurisprudencial y otros, como el de Mendoza, ha adop-
tado una posición intermedia.

c) en el 2004 la corte suprema resuelve el caso “provincia del neuquén 
contra Fuerza aérea argentina”, el 29 de junio de 2004 40, e insiste en la posi-
ción adoptada en “colombo”, en cuanto a que la aplicación del plazo quinque-
nal a las tasas retributivas de servicios representa una solución armónica con 
la aplicable a la mayor parte de las relaciones jurídicas de Derecho tributario 
y a las de Derecho privado. 

así se expresa que “en tal situación –se concluyó– viene a coincidir el 
plazo de prescripción quinquenal con la norma que regula la generalidad de los 
recursos impositivos y en la que en Derecho privado comprende todo lo que 
debe pagarse por años o por plazos periódicos más breves (art. 4027, inc. 3,  
del código civil), por lo que la aplicación de igual plazo a las tasas retributi-
vas de servicios representa una solución armónica con la aplicable a la mayor 
parte de las relaciones jurídicas de Derecho tributario y a las de Derecho 
privado” (Fallos 313:1366). en este orden de ideas, cabe concluir que el plazo 
de prescripción de las tasas aeronáuticas es de cinco años. en consecuencia, 
los reclamos por períodos que excedan ese plazo se encuentran prescriptos”. 

d) el mismo año la corte suprema falla “Verdini, edgardo Ulises c/ins-
tituto de seguridad social de neuquén” sentencia del 19 de agosto de 2004 41.

en este caso, el tribunal superior de neuquén hizo lugar a la excepción 
opuesta por el instituto de seguridad social del neuquén, y declaró prescripta 
la demanda deducida por edgardo Ulises Verdini. el particular pretendía obte-
ner la reparación de los daños causados por la nulidad del acto administrativo 
que dispuso su suspensión como prestador del citado organismo. 

La corte suprema resolvió fundamentándose en la causa “Filcrosa” y 
recordando que, de acuerdo con doctrina del tribunal las legislaciones provin-
ciales que reglamentaban la prescripción en forma contraria a lo dispuesto en 
el código civil eran inválidas, “…pues las provincias carecen de facultades 
para establecer normas que importen apartarse de la aludida legislación de 
fondo, incluso cuando se trata de regulaciones concernientes a materias de 
Derecho público local (Fallos 175:300; 176:115; 193:157; 203:274; 284:319; 

40  publicado en LL 18/10/2004, 4, con nota de Mario FolChi.
41  csJn, “Verdini, edgardo Ulises c/instituto de seguridad social de neuquén”, Fallos 

327:3187.
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285:209 y 320:1344)…”. Mientras que PetraCChi y Maqueda remiten a sus 
disidencias en la causa “Filcrosa”. 

e) años más tarde, el superior tribunal reitera estas consideraciones en 
el caso “recurso de hecho deducido por casa casmma s.r.L. en la causa 
casa casmma s.r.L. s/ concurso preventivo s/ incidente de verif icación tar-
día (promovido por Municipalidad de La Matanza)” del 26 de marzo de 2009. 

en esta causa la mayoría de tribunal hace suyos los considerandos del 
dictamen de la procuradora Fiscal que en tal sentido expresa “es menester 
recordar que es conocida la jurisprudencia del tribunal en cuanto a que no 
obstante que sólo decide en los procesos concretos que le son sometidos, y que 
sus fallos no resultan obligatorios para casos análogos, los jueces inferiores 
tienen el deber de conformar sus decisiones a sus sentencias (Fallos 25:365; 
307:1094; 315:2386, entre otros). De allí deviene la conclusión de que care-
cen de fundamento las resoluciones de los tribunales inferiores que se apartan 
de los precedentes de la corte sin aportar nuevos argumentos que justif iquen 
modif icar la posición sentada por el tribunal, en su carácter de intérprete su-
premo de la constitución nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia, 
especialmente en supuestos como el presente, donde dicha posición fue expre-
samente invocada por el apelante”. 

es importante destacar el pensamiento de arGibay. quien se expide di-
ciendo que un tema tan importante como lo es la prevalencia de las facultades 
de las provincias respecto a los tributos y todo lo que ello implica debería ser 
discutido en su ámbito propicio, el cual, es el congreso de la nación donde se 
encuentran los representantes de las provincias y de esa manera revertir todo 
el pensamiento sentado por el fallo “Filcrosa” que se toma como modelo para 
resolución de casos similares.

expresamente señala: “Los agravios vinculados con el plazo de prescrip-
ción aplicable encuentran respuesta en los fundamentos dados por esta corte 
en Fallos 326:3899. con relación a este aspecto, entiendo oportuno señalar 
que la línea de decisiones que viene siguiendo el tribunal a partir del caso 
‘Filcrosa’ no ha merecido respuesta alguna del congreso nacional, en el que 
están representados los estados provinciales y cuenta con la posibilidad de 
introducir precisiones en los textos legislativos para derribar así las interpreta-
ciones judiciales de las leyes, si de alguna manera se hubiera otorgado a estas 
un signif icado erróneo…”. Y continúa: “tal circunstancia conf iere plausibili-
dad a la interpretación de la legislación nacional que sirvió de fundamento a la 
decisión adoptada en dicho precedente, pese a las dif icultades que encuentro 
para extraer del código civil, a partir de la argumentación utilizada en el fallo, 
el claro propósito legislativo de limitar el ejercicio de los poderes provincia-
les en el ámbito de sus materias reservadas.  a ello debe agregarse que en la 
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causa no se ha promovido seriamente la inconstitucionalidad de los artículos 
del código civil ni se ha articulado una crítica orientada a revisar esa inter-
pretación que, mientras siga en pie, cuenta con la autoridad para gobernar la 
solución de casos similares o análogos a aquellos en los que ha operado como 
ratio decidendi. 

estas ref lexiones de arGibay ponen de manif iesto que el tema no se en-
cuentra f iniquitado, sino que el debate continúa y por ello, el llamado al con-
greso de la nación, donde constitucionalmente debería discutirse esta temática. 

f) también en la causa “Municipalidad de resistencia c. Lubricom srL”, 
el día 8 de septiembre de 2009, la corte suprema vuelve a expedirse remitien-
do a la doctrina del caso “Filcrosa”. así para lorenzetti, Fayt y zaFFaroni 
el tema se resuelve con la doctrina del caso “Filcrosa” de 2003, mientras que 
PetraCChi y Maqueda, se remiten a la disidencia que expresaron en el citado 
caso. arGibay vuelve a recordar lo expresado en su voto en “casa casmma”, 
y hiGhton de nolasCo considera que lo resuelto por el tribunal provincial no 
tiene relación con la solución del precedente en cuestión.

en efecto señala hiGhton de nolasCo que según “Filcrosa s.a.” (Fallos 
326:3899), corresponde invalidar las legislaciones provinciales que reglamen-
tan la prescripción en forma contraria a lo dispuesto en el código civil. en 
efecto, a diferencia del precedente citado donde se cuestionaba una decisión 
que hizo primar el plazo decenal previsto en la normativa f iscal provincial, en 
la presente causa el a quo consideró que era aplicable a los impuestos y tasas 
el plazo de prescripción contemplado en el art. 4023 del código civil, descar-
tando la prescripción quinquenal prevista en el art. 4027, inc. 3, del código 
civil. al decidir de este modo, la corte provincial resolvió la cuestión con 
arreglo al derecho de fondo –al margen de señalar su concordancia en el caso 
con el ordenamiento tributario local–, de modo que la solución a que arriba 
hiGhton de nolasCo sólo traduce una hermenéutica posible respecto de temas 
regidos por el derecho común, cuestión ajena –por su naturaleza– a la vía del 
art. 14 de la de la ley 48. 

g) en el mismo año 2009, la corte suprema resuelve “Bruno, Juan car-
los c/Buenos aires, provincia de s/acción declarativa”, el 6 de octubre de 
dicho año, donde se trata de una acción promovida por Juan carlos Bruno 
contra la provincia de Buenos aires, para repetir las sumas que pagó inde-
bidamente –dice– en concepto de impuestos al servicio de electricidad, que 
tacha de inconstitucionales. La demandada, en lo que interesa, opone como 
defensa la prescripción quinquenal, prevista tanto en los art. 118 y 119 de la 
ley provincial 10.937, como en los art. 56 y 61 de la ley nacional 11.683. el 
actor rechaza el planteo; indica que la legislación local no es aplicable y que 
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la acción de repetición de impuestos pagados a la provincia están sometidos al 
plazo genérico del art. 4023 del código civil (cc).

el tribunal consideró, en lo pertinente, que “en los casos en que se per-
sigue la repetición de sumas pagadas a una provincia por impuestos que se 
tachan de inconstitucionales, es de aplicación el plazo decenal de prescripción 
establecido por el art. 4023 del código civil” (cons. 3). Y con esta base, el 
cómputo de los plazos y la cita –entre otros precedentes clásicos– de “Filcro-
sa”, rechaza la defensa opuesta por la demandada.

La disidencia también estuvo a cargo de PetraCChi y Maqueda, que ade-
más de remitirse a los fundamentos de la disidencia en “Filcrosa”, expresaron 
–en lo puntual– que “la aplicación del plazo de prescripción contemplado por 
el art. 4023 del código civil (a los supuestos de repetición) está supeditada a 
que la materia no se encuentre regulada de otra forma por las leyes especiales, 
condicionamiento que no se verif ica en materia de repetición de impuestos 
frente al régimen específ ico sancionado por la ley 11.683 y que, por ende, lle-
va a descartar la operatividad de aquel plazo genérico” (cons. 6, párr. f inal) 42.

h) Más recientemente, en la causa “Fisco de la provincia c/ Ullate, alicia 
inés - ejecutivo - apelación - recurso directo”, fallado el 1 de noviembre de 
2011, la corte suprema remitió al Dictamen Fiscal. en tal dictamen se hizo 
referencia a que el punto en litigio se circunscribe a dilucidar si el código 
tributario local puede disponer un momento distinto para el inicio del cóm-
puto del plazo de prescripción que el previsto por el legislador nacional de 
manera uniforme para toda la república, que se halla regulado en el art. 3956 
del código civil. advierte que esta cuestión es sustancialmente análoga a la 
ya resuelta en Fallos 326:3899, entre otros, por los que se sostuvo que si las 
provincias no tienen competencia en materia de prescripción para apartarse 
de los plazos estipulados por el congreso nacional, tampoco la tendrían para 
modif icar la forma en que este f ijo su cómputo.

por su parte Maqueda, remite a la disidencia que sostuvo con PetraCChi 
en “Filcrosa”. 

3. posición particular es la que adopta el tribunal superior de la ciu-
dad autónoma de Buenos aires in re “sociedad italiana de Benef icencia en 
Buenos aires s/Queja por recurso extraordinario denegado”, de fecha 17 de 
noviembre de 2003 ya que se expidió en criterio contrario al precedente “Fil-
crosa” de la corte nacional. 

42  Ver el comentario de josé Pablo desCalzi, “prescripción de tributos locales en la 
corte”, en DJ 19/5/2010, 1308.
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en este trascendente fallo, entre muchos otros argumentos, expreso que: 
“La ciudad autónoma de Buenos aires goza y ejerce facultades tributarias 
propias, como las provincias junto a las que integra el sistema federal argen-
tino y con las que concurre en el régimen de coparticipación previsto en el 
art. 75 inc. 2 de la constitución nacional, y dentro del ejercicio de tales po-
testades es lógico que pueda regular tanto lo relativo al nacimiento de la obli-
gación tributaria, como a su régimen de cumplimiento y a su exigibilidad”.  
también dicho que el criterio de la csJn avanza peligrosamente por sobre 
las autonomías provinciales, en un sentido centralizador, impropio de nuestro 
orden jurídico básico (régimen federal). 

4. por su parte, en el caso de la provincia de Mendoza, cabe destacar 
que la suprema corte de Justicia provincial también se ha ocupado del con-
trovertido tema, defendiendo una posición intermedia entre la civilista y la 
publicista. 

a) en una importante causa fallada en marzo de 2000, caratulada “castro 
y cía. s.r.L. c/Gobierno de Mendoza p/apa” 43 la suprema corte mendocina 
sienta una postura distinta a la que con posterioridad, la corte nacional f ijó 
en “Filcrosa”, aunque se arriba a la misma postura en torno a la aplicación del 
plazo quinquenal de prescripción de los tributos provinciales. 

entrando en el análisis de “castro”, se sintetizan las principales posi-
ciones existentes en torno de la competencia para establecer plazos de pres-
cripción de tributos provinciales y son las siguientes: a) la que niega a las 
provincias la facultad de f ijar plazos de prescripción en las acciones relativas 
a créditos f iscales; b) la que acuerda a la provincia la facultad de crear el 
impuesto y prever plazos de prescripción; y c) la ecléctica, que reconoce la 
facultad provincial siempre que se ejerza razonablemente. además, se citan 
importantes fallos de la corte suprema de la nación como asimismo, los pre-
cedentes de la misma suprema corte en torno al tema. 

La sra. Ministro preopinante keMelMajer de CarluCCi, siguiendo a Gar-
Cía belsunCe, entre otros, sostiene la tesis ecléctica o intermedia, ya que, acor-
de con los antecedentes del tribunal, entiende que en el caso en análisis, el 
plazo de diez años f ijado por el código Fiscal provincial para los impuestos 
patrimoniales es irrazonable al integrarlo al resto del sistema, debiendo apli-
carse el quinquenal conforme a lo dispuesto por el art. 4027 del cc.

Los principales fundamentos de tal posición son los siguientes: 
a.1. en relación con la interpretación de las normas f iscales, se hace apli-

cación de la doctrina extraída del importante fallo de la corte nacional “Obras 

43  revista Jurisprudencia de Mendoza, nro. 56, ps. 43/62.
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sanitarias de la nación c/colombo” –citado en el provincial “castro” y en 
esta resolución–, donde se af irma que “… en materia de interpretación de las 
normas tributarias puede decirse que su exégesis debe efectuarse a través de 
una razonable y discreta interpretación de los preceptos propios del régimen 
impositivo y de las razones que los informan con miras a determinar la vo-
luntad legislativa, debiendo recurrirse a los principios de derecho común, con 
carácter supletorio posterior, cuando aquellas fuentes no resulten decisivas” 
(eD 140-734).

se advierte con claridad que la corte nacional entiende que debe re-
currirse primeramente a la legislación de Derecho público local en materia 
tributaria y con carácter supletorio posterior debe acudirse al código civil. 
“en otros términos, las leyes tributarias pueden crear plazos de prescripción”, 
interpreta la Dra. keMelMajer de CarluCCi, y agrega “… es cierto que el 
tribunal lo af irma respecto de leyes tributarias nacionales, pero como dice 
García Belsunce, en principio, lo que se predica del poder tributario nacional 
debiera sostenerse respecto del provincial” (del voto preopinante en la causa 
“castro”). 

a.2. en segundo lugar se hace referencia a que tales facultades tiene como 
límite el principio de razonabilidad en estrecha relación con el caso concreto 
sometido a decisión. 

enseña el maestro bidart CaMPos que la regla de razonabilidad está con-
densada en el art. 28 de la cn –y en el art. 48 de la constitución de Mendo-
za– y tiene por f inalidad preservar el valor justicia en el contenido de todo 
acto de poder, e incluso de los particulares. Y agrega que fundamentalmente,  
“… la razonabilidad exige que el ‘medio’ escogido para alcanzar un f in váli-
do guarde proporción y aptitud suf iciente con ese f in: o que haya razón va-
ledera para fundar tal o cual acto de poder” 44. 

a.3. De esta forma, al analizar las normas provinciales que imponen pla-
zos de prescripción en materia tributaria cabe aplicarles el principio de razo-
nabilidad y en el caso concreto analizar si se ajustan al valor justicia.

en este sentido, en el caso “castro” se dijo que “… la provincia pue-
de, en principio f ijar plazos de prescripción, siempre que en el caso concreto 
ellos guarden razonabilidad y no contraríen la unif icación del derecho común 
creando un verdadero caos legislativo”.

 en el mismo fallo se entendió que un plazo de prescripción de diez años 
era irrazonable al integrarlo al resto del sistema, porque, primeramente, el  
plazo de cinco años impide que la acumulación de las prestaciones por la  

44  GerMán bidart CaMPos, Manual de la constitución reformada, t. i, ediar, Buenos 
aires, 1996, ps. 517.



 FaCultades deleGadas y Potestades tributarias ProvinCiales… 429

negligencia o tolerancia del acreedor termine por agobiar a un deudor que 
hubiese podido cumplir si se le hubiese exigido regularmente el pago; y en 
segundo lugar, los adelantos técnicos que caracterizan a esta época, permiten 
conocer rápidamente la situación de miles de contribuyentes por lo que, el 
plazo de diez años otorgado al estado importa un abuso del derecho. 

Otros autores también han sostenido esta posición como por ejemplo, 
Christensen, quien af irma que “… si el estado provincial deja transcurrir más 
de cinco años sin perseguir su crédito f iscal está denotando una desidia que 
merece ser castigada […] los modernos sistemas de computación puede ser 
utilizados en el momento oportuno para detectar la nómina de contribuyentes 
morosos y en consecuencia incoar las acciones tendientes al cobro, que co-
rresponda según el caso” 45.

b) años más tarde, la misma suprema corte reitera sus consideraciones 
por ejemplo en la causa “Félix Montilla” del 27 de septiembre de 2004 (L.s. 
341-87) donde sostiene la aplicación del plazo de cinco años con fundamento 
en el art. 4027 inc. 3 del cc y cita importantes pronunciamientos de otros 
tribunales superiores de otras provincias.

c) Mientras que en la causa “Danilo de pellegrin” del 8 de agosto de 2007 
aplica el plazo decenal por tratarse de una obligación tributaria de prestación 
única, derivada del control de una obra determinada. se af irma que no corres-
ponde aplicar el plazo de cinco años previsto en el art. 4027 inc. 3 del código 
civil al caso de autos, toda vez que no se trata del cobro de tasas municipales 
periódicas, sino de un derecho o aforo de edif icación parcialmente impago, 
correspondiendo el plazo decenal del art. 4023 del cc. 

en tal causa además se dijo que: “el plazo decenal, si bien extenso, per-
manece legítimamente en la legislación f iscal nacional (art. 59 ley 11.683), tal 
como lo reconoce la corte Federal en su precedente del 29/6/2004 (eD 209-
371 y LL 2004-F-493, aunque en ese caso aplicó el plazo quinquenal, pues se 
trataba de tasas pagaderas mensualmente, por ocupación de  aeropuertos). (d) 
Otros superiores tribunales de provincia han aceptado el plazo decenal para 
deudas reconocidas por el contribuyente que han sido asumidas como un capi-
tal único pagadero en plazos (Ver s.t. entre ríos, 25/11/2005, eD 219-607), 
circunstancia acaecida en autos”.

d) por último, nos detendremos en la causa fallada el 23 de agosto de 
2012, “Dirección General de rentas en J: 316.212/43.245 Dirección General 
de rentas c/pickelados Mendoza s.a. p/apremio s/cas.”, donde la suprema 
corte provincial af irmó que prevalecen las normas del código Fiscal en torno 

45  eduardo a. Christensen, “La prescripción en materia tributaria en la provincia de 
Buenos aires”, en periódico económico tributario, nº 169, Buenos aires, 1998.
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a las causales de suspensión e interrupción de la prescripción de tributos pro-
vinciales, por sobre el código civil aunque aplicando un test de razonabilidad. 

en primer lugar, este pronunciamiento sigue los lineamientos de la corte 
suprema de Justicia de la nación en cuanto ha precisado que “los impuestos 
no nacen de una relación contractual entre el f isco y sus habitantes, sino que 
se trata de una vinculación de Derecho público” (Fallos 152:208; 218:596; 
282:101; 288:279). 

en segundo lugar, rescata la tesis intermedia sostenida en el fallo “cas-
tro”, ya citado, por el cual la provincia puede, en principio, f ijar plazos de 
prescripción siempre que en el caso concreto ellos guarden razonabilidad y 
no contraríen la unif icación del derecho común creando un verdadero caos 
legislativo. en este punto, no deja de advertir el tribunal mendocino que los 
precedentes sentados por la corte suprema Federal en “Filcrosa” como “casa 
casmma” son casos resueltos en el marco de un proceso concursal –ambos 
son incidente de verif icación tardía– es decir, con las reglas propias de estos 
y en los cuales uno de los pilares es el respeto a la pars conditio y por ende, 
resulta necesaria la uniformidad en los créditos concurrentes. situación que 
no se da en el caso “pickelados” ni en “castro”, indicando además que no 
hubo un análisis detallado de los aspectos de interrupción de la prescripción 
en dichas causas. 

en tercer lugar, sostiene que la potestad de gravar no se agota con la crea-
ción de la obligación tributaria que tiene como acreedor al Fisco provincial y 
como deudores a los sujetos imponibles, sino que también resultan necesarias 
ciertas normas para hacer efectivas tales obligaciones. en tal sentido, si bien 
es cierto que la obligación tributaria como toda obligación se rige por el códi-
go civil; no existe óbice alguno en que las provincias dentro de sus facultades 
regulen algunos aspectos siempre que esta regulación no se advierta como 
irrazonable y/ contraríe la unif icación del derecho de fondo. 

en efecto, continúa el fallo, af irmando que no puede soslayarse que tal 
potestad engloba también la de establecer los medios para tornar efectiva la 
carga tributaria, ya que de otro modo aquella devendría impotente. a modo de 
ejemplo, en el ámbito nacional, la ley 11.863 dispone y regula la materia de 
prescripción dentro del procedimiento tributario en forma diferente al código 
civil (arts. 56 en adelante). 

De esta forma, concluyó que corresponde aplicar las normas del código 
Fiscal sobre interrupción de la prescripción ya que no se advierte en el caso la 
irrazonabilidad ni tampoco que vayan en desmedro de la legislación de fondo.
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iV.  ALgunAs concLusiones A fAVor de LA defensA  
de LAs potestAdes proVinciALes 

cabe hacer hincapié en que las provincias al ejercer su potestad tributaria 
dan nacimiento a relaciones que no son contractual entre el f isco y sus habi-
tantes, sino que se trata de una vinculación de Derecho público 46. 

De ahí que el poder tributario de los distintos órdenes de gobierno en 
el federalismo argentino esté determinado por la constitución nacional, que 
efectúa una asignación de competencias en materia tributaria entre los dife-
rentes órdenes implicados, es decir, nación, provincias, ciudad autónoma de 
Buenos aires y Municipios. no puede soslayarse que el gobierno federal es de 
poderes limitados, pues sólo posee los que las provincias le conf iaron al san-
cionar la carta Fundamental y que estas, en cambio, tienen poderes tributarios 
amplios; aún cuando con el tiempo se le hayan ido ampliando las facultades 
del Gobierno nacional, como asimismo los límites constitucionales y legales 
existentes.

como bien señala sPisso “el ejercicio concurrente de facultades tribu-
tarias por parte de la nación, las provincias y sus municipalidades impone la 
indispensable coordinación, so pena de desnaturalizar el programa constitu-
cional. en ese sentido, interesa puntualizar que la constitución es un conjunto 
de principios y de normas que integran un sistema orgánico, cuyas disposicio-
nes deben interpretarse armónicamente en función de la f ilosofía política que 
las inspira” 47.

en este sentido, defendemos la posición que entiende que la provincia 
puede, en principio, f ijar plazos de prescripción respecto a las obligaciones 
tributarias por ella creadas, siempre que en el caso concreto ellos guarden 
razonabilidad y no contraríen la unif icación del derecho común creando un 
verdadero caos legislativo. 

el juego armónico y cooperativo en el ejercicio de las competencias tri-
butarias de los distintos órdenes de gobierno lleva a interpretar que las cláu-
sulas del Derecho civil son de aplicación supletoria en la esfera del Derecho 
público, correspondiéndole al poder Judicial, a través del control de cons-
titucionalidad, detectar las ausencias de razonabilidad u otras violaciones a 
garantías constitucionales.

46  csJn. Fallos 152:208, 218:596, 282:101, 288:279.
47  rodolFo sPisso, Derecho constitucional tributario, 2ª edición, actualizada y am-

pliada, Depalma, Buenos aires, 2000, ps. 96/97.
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